Carátula 
(Ingresa a Sala el doctor Federico Fasano, Director del diario "La República".) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión Especial de Medios de Comunicación tiene el agrado de recibir al doctor Federico Fasano 
Mertens. Sin más trámite, le cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR FASANO..- Gracias por haberme recibido. He acudido al Parlamento nacional porque no encuentro otro ámbito, dadas las 
circunstancias, para defender los derechos y garantías de cuatro medios de comunicación que corren peligro de extinción ante una 
arbitraria e ilegal decisión de un órgano estatal. Cuando digo que este es el único ámbito al que debo acudir en defensa de esos 
derechos es porque, dadas las circunstancias, no tengo las prerrogativas que tuvo aquel legendario molinero de Sans Souci 
cuando dijo "Aún quedan jueces en Berlín". En el Uruguay de hoy sobran muchos jueces y el poder jurisdiccional seguramente nos 
dará la razón, pero lo hará dentro de tres, cuatro o cinco años en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. No tenemos dudas 
de que se nos dará la razón, pero durante esos años los medios de comunicación que dirijo no podrán seguir saliendo en virtud de 
una interpretación muy restrictiva del Banco de Previsión Social que considera que no tienen efecto suspensivo todos los recursos 
O apelaciones que se realicen contra sus decisiones. 


Esta peculiar interpretación impide acudir a la vía administrativa jurisdiccional, dada la magnitud de los plazos y de los intereses 
que están en juego. 


Como saben los señores Senadores, las empresas periodísticas ni ninguna otra que importe materias primas o viva de la publicidad 
pueden subsistir si no tienen los certificados que otorga el Banco de Previsión Social: "libre de deuda". Precisamos que esos 
certificados nos sean otorgados para importar papel y otras materias primas elementales, como películas, chapas, tintas, etcétera, 
así como para poder cobrar la publicidad oficial. 


Las cuatro empresas que dirijo están al día con el Banco de Previsión Social y tienen sus certificados al día pero como han sido 
declaradas conjunto económico en una primera instancia con 23 empresas y otras 24 bajo sospecha, cualquier deuda de unas de 
estas 47 empresas o las ya declaradas impedirá que se nos otorgue el certificado para poder seguir produciendo noticias, hechos y 
comentarios a través de los cuatro medios. 


Vengo a esta Comisión ante los representantes del pueblo a pedir protección y refugio, pero al mismo tiempo a denunciar una 
desviación de poder de ese órgano estatal, un abuso de funciones y un presunto tráfico de influencias en sus decisiones. Creo que 
tengo numerosas razones para hacer esta afirmación que podrían hacer incurrir en los tipos penales del artículo 162, relativo a 
abuso de funciones, y del 158 bis, sobre tráfico de influencias. Los argumentos de que dispongo, que no son presunciones sino 
hechos, tienen que ver con la violación flagrante de las garantías y los derechos individuales, con la aplicación dolosa del 
Reglamento del 10 de enero de 1968, con la discriminación clara de las políticas fiscalizadoras, con la violación del único texto legal 
sobre conjuntos económicos existentes y con la sospecha de exclusión política de cuatro empresas que habían sido declaradas y 
estaban en el proyecto de conjunto económico y fueron sorpresivamente eliminadas. 


Vayamos por partes. Sobre la violación flagrante de las garantías del debido proceso y los derechos individuales no me voy a 
extender porque es público y notorio que cuatro dictámenes jurídicos contratados por el Directorio del Banco de Previsión Social 
fueron terminantes en consignar que se había violado la ley y que el acto de declaración era ilegítimo, en virtud de que no se había 
dado vista previa a las empresas afectadas. Ahí se violó el artículo 72 de la Constitución de la República, la Ley N* 15.737, en su 
artículo 8%, que establece el derecho a ser oído también en el orden fiscal, y el artículo 69 del procedimiento administrativo 
aprobado por el propio Banco de Previsión Social, por Resolución N* 40.2 de 1997. 


Debo aclarar, de todas maneras, que si bien el acto fue revocado por una mayoría muy amplia del Directorio, cinco votos contra 
dos, el peligro subsiste en virtud de que estamos siendo notificados de similar proyecto de resolución que declara conjunto 
económico a veintitrés empresas en primera instancia y a veinticuatro en una segunda instancia. 


Por lo tanto, el peligro subsiste si el Directorio continúa en la tesitura que ya tuvo la vez pasada. Acá se da un hecho muy curioso 
que no sé cómo lo van a resolver los juristas. Me refiero a que hay un prejuzgamiento notorio, debido a que el acto fue aprobado en 
el Directorio, por cuatro votos contra dos; después fue revocado y, ahora, vuelto a considerar en los mismos términos que el ya 
aprobado. Quienes somos abogados sabemos que, en este caso, hay un prejuzgamiento claro, que tendrían que abstenerse, pero 
no suponemos que esto ocurra así. O sea que el mismo proyecto que fue revocado va a ser analizado en esta audiencia. 


Queremos también manifestar, sobre este tema, que ni siquiera después de la revocación hemos sido notificados en forma y como 
corresponde. En el día de hoy, por ejemplo, hemos sido notificados del mismo proyecto de resolución y en esa notificación faltan 
doscientas veinticinco fojas y trece cuadros, lo que nos impide articular una defensa con conocimiento de causa. Lo único que nos 
han notificado es de dos informes: uno de ATYR, que es la dependencia fiscalizadora y, otro, de la Asesoría Legal. Ambos informes, 
sobre los cuales tenemos que defendernos y contestar, hacen mención en sus páginas a doscientas veinticinco fojas, cuyo 
contenido desconocemos, y a trece cuadros que también desconocemos. Incluso, en esta segunda notificación; aun ahora, que se 
nos dan las garantías de la notificación, se comenten inexplicables vicios informativos que nos impiden defendernos como 
corresponde. 


También quiero referirme al tema de la vista previa; tema que es de nulidad absoluta y el cual se lo planteamos al Presidente del 
Directorio del Banco de Previsión Social cuando comenzamos a escuchar versiones, de distinto tipo, que circulaban por Montevideo 
diciendo que se iba a declarar el conjunto económico de cuarenta y siete empresas, cuya empresa madre -la empresa cabeza- era 
el diario "La República", editado por Reg S.A. Cuando nos enteramos de esas versiones hablamos con el Presidente del Directorio 
del Banco de Previsión Social, quien nos dijo que recién había recibido el expediente -para que los señores Senadores se ubiquen, 
aclaro que estamos hablando de que la decisión se tomó el 10 de setiembre y mi conversación con el Presidente del BPS fue cinco 
días antes- que recién tomaba contacto y que no lo había leído, pero que no me preocupara porque lo que yo solicitaba, era que se 
nos diera vista, se iba a cumplir y que ¡iba a tener todas las garantías de defensa. Estuve llamándolo los siguientes días, hasta el 9, 


día anterior al que se tomó la decisión, pero no atendió mis llamados. Visto lo que estaba sucediendo, antes de que tomaran la 
resolución, prácticamente a ciegas porque no tenía ni siquiera los nombres de muchas de las cuarenta y siete empresas -de otras 
eran sólo versiones- decidí ensayar una defensa escrita, lo más aproximada posible y con los elementos que tenía. Así, horas antes 
de que se tomase la decisión, presenté una extensa carta personal donde rebatía argumentos que no sabía en qué consistían, 
debido a que no tenía notificación alguna. 


Los Directores Sociales propusieron que esa carta mía fuera leída en la sesión de ese miércoles 10 de setiembre pero se rechazó 
su lectura previa, diciéndose que iba a ser leída con posterioridad a la toma de decisión. Inclusive, uno de los Directores, el señor 
Luis Alberto Herrera, señaló que yo tenía derecho al recurso de revocación y que, por otra parte, podía ocurrir lo mismo que había 
sucedido en el pasado, cuando había sido encarcelado ¡legítimamente por haber denunciado un acto de macrocorrupción del ex- 
Presidente paraguayo Wasmosy. El señor Herrera comentó en ese momento que "estuvo preso unas semanas y después fue 
declarada ilícita su prisión, ilegítima, ilegal, trasladada la Jueza que lo procesó, y la Suprema Corte de Justicia, por unanimidad, 
revocó el auto de prisión". El hecho de que uno de los Directores del BPS comparara esta situación con la que estábamos viviendo, 
me pareció sumar el escarnio a una decisión que ya era ilegítima. 


Lo cierto es que la carta no fue leída previamente, que se hicieron estos comentarios -hay testigos de ello- y que, incluso, los 
Directores Sociales -esto es, los representantes de los trabajadores y de los jubilados- propusieron que se postergara para la 
próxima sesión la decisión que tan apresuradamente se ¡ba a tomar, a los efectos de que ellos pudieran ver el expediente y leer mis 
descargos ya que no se hacía lugar a la vista previa, posibilidad que también fue denegada. 


Por lo tanto, no tengo la menor duda de que en este primer ítem, relativo a la violación flagrante de las garantías del debido 
proceso y los derechos individuales, se consumó una clara desviación de poder y un abuso de funciones. Por otra parte, esto ya ha 
quedado saldado en virtud de la propia autorrevocación del Directorio del BPS; pero el hecho de que haya quedado saldado no 
implica desconocer que sí hubo una violación de las garantías, ahora reconocida por el propio Directorio de ese organismo. 


En cuanto a la aplicación, a mi modo de ver dolosa, del Reglamento del 10 de enero de 1968, que fue derogado por ¡legal e 
ilegítimo -así se dice, utilizando estos dos vocablos- por el Decreto N* 107, de 24 de febrero de 1995, por la propia Sala de 
Abogados del BPS, en su dictamen N* 6/95, de 27 de octubre de 1995, y por la unanimidad del Directorio, en la sesión del 10 de 
diciembre de 1995, mediante Resolución N* 476/95, vamos a ver qué hicieron a estas 47 empresas. Aplicaron las presunciones del 
-expresamente- Reglamento derogado del 10 de enero de 1968. 


El numeral 8 del Decreto aprobado por el Directorio del BPS es muy claro al decir que "el Reglamento analizado resulta ilegítimo, 
por los siguientes fundamentos: a) establece una presunción y toda presunción que pueda afectar el patrimonio de los particulares, 
como la presente, debe establecerse por ley y no por acto administrativo, ya que tiene por objeto invertir la carga de la prueba". 
Continúa diciendo el Decreto aprobado por el BPS: "Básicamente, aplica esa reglamentación la solución prevista en el artículo 83 
de la Ley N* 12.904 para el Impuesto a las Ventas. Dicho artículo 83 configura una norma de excepción y, como tal, es de 
interpretación estricta y no puede extenderse por analogía a otros tributos al adoptarse por acto administrativo". Además, señala: 
"El referido artículo 83 fue expresamente derogado por el artículo 10 inciso quinto de la Ley N* 13.319." 


Lo que aquí ha pasado es que ATYR, con la firma de la gerenta Giambruno, y la Asesoría Legal, con la firma de la doctora Sonia 
Francia Fialo, aplicaron ilícitamente el Reglamento que fue derogado por el Directorio, la Sala de Abogados anterior y por el 
Decreto N* 107, 


Para que tengan una idea de lo que fue derogado y de lo que intentaron aplicarnos, cabe señalar que el Reglamento dice que se 
presumirá que existe conjunto económico en los siguientes casos: en primer lugar, cuando los capitales de una empresa y de la o 
las que mantengan relaciones comerciales o de trabajo con aquélla, aún cuando se traten de entidades jurídicas independientes, 
pertenezcan a los mismos, sean personas físicas o jurídicas, en una proporción mayor del 50%; en segundo término, cuando la 
titularidad de estos capitales en la proporción indicada -50%- corresponde a personas vinculadas por parentesco dentro del tercer 
de consanguinidad o segundo de afinidad; y, tercero, cuando una empresa dentro de su ejercicio económico del año civil, realice 
negociaciones o mantenga relaciones de trabajo con otra en un porcentaje del 40% o más del volumen de las mismas. 


Después agrega los siguientes casos: cuando hay unidad de dominio patrimonial, cuando hay analogía de los giros, cuando hay 
utilización común de implementos industriales, cuando hay identidad de organización administrativa, cuando hay utilización de 
locales comunes, cuando hay identidad en la integración de los directorios de los mandatarios y cuando hay imposición de una 
empresa a otra en condiciones o lugar de comercialización de sus productos. 


Toda esta reglamentación fue expresamente derogada -tal como dijimos- por el decreto, por el propio Directorio y por la Sala de 
Abogados, en virtud de que solamente las presunciones se pueden establecer por ley, que no ha sido el caso. Quiero agregar que 
ninguna de las diez presunciones contenidas en el decreto ¡legal tienen que ver con el diario La República, AM Libre, FM Libre y TV 
Libre; ninguna de ellas. Esto, más allá de que son ilegales y no debieron sernos aplicadas como lo fueron. 


El tercer tema, que tiene que ver con la desviación de poder y el abuso de funciones, es la discriminación muy clara de las políticas 
fiscalizadoras. Por Resolución 226/98, de 28 de enero de 1998, el Directorio del BPS dejó sin efecto todas las declaraciones de 
conjunto económico adoptadas desde el 10 de enero de 1968 hasta esa fecha; fue una decisión unánime del Directorio del BPS. 
También debo aclarar -porque lo he estado investigando- que han sido escasísimas las declaraciones de conjunto económico 
durante todo ese período, como también lo han sido a partir de 1998 a la fecha, donde creo que sobran los dedos de una mano 
para contarlas; además de ser muy pocas empresas y ninguna de entidad, obviamente, ninguna de ellas es de medios de 
comunicación. 


Incluso existen casos en que el actual Directorio, ante el pedido expreso de algunas empresas de que las declaren conjuntos 
económicos porque servía a sus intereses, denegó la petición porque no es política -así se lo comentaron a estas empresas- del 
BPS declarar conjunto económico: en primer lugar, porque fueron archivados todos los conjuntos económicos de 1998 para atrás y, 
en segundo término, solamente podrían considerarlo si hubiera deudas de esas empresas ante el ente recaudador. 


Del informe inspectivo del propio ATYR, que es en el que se basan para declararnos conjunto económico, surge que sólo cinco de 
esas empresas declaradas tienen adeudos por convenio, por avalúo o por inspección; cinco de las 47. No se entiende entonces, 


cómo si el criterio del BPS es únicamente dignarse a analizar los conjuntos económicos cuando hay adeudos por convenio, por 
avalúo o por inspección, declare conjunto económico a 23 empresas, de las cuales 18 no tienen deudas por ninguno de los 
conceptos mencionados. Además sería bueno preguntarse cuántas declaraciones de conjunto económico ha realizado este 
Directorio desde que asumió. 


Sí creemos que esta discriminación clara se agrava aún más si tomamos en cuenta quienes son los protagonistas del conjunto 
económico. En este caso son 4 medios de comunicación. 


Es más: no son 4 medios en 47, porque tanto el informe de ATYR, como el de la asesoría legal, dicen que el diario "La República" 
es la cabeza de las 47 empresas. Por lo tanto, no se trata de que alguna de esas 47 empresas sea la cabeza, sino que es el medio 
de comunicación la madre de todas las demás. 


También queremos destacar que no ha habido ninguna investigación ni declaración de conjunto económico para ninguno de los 
diferentes medios de comunicación existentes en Uruguay. Esto es así inclusive en casos notorios de grupos de interés económico, 
que no son un conjunto económico o que pueden serlo; no sé, habrá que ver qué dice la ley que rige para estos casos. Sin 
embargo, es notorio que el diario "El País" integra -no voy a decir que un conjunto económico, porque no quiero cometer el mismo 
error del Banco de Previsión Social- por lo menos, un grupo económico con el Canal 12 de Televisión, con el Gallito Luis -que es 
una empresa distinta- con la radio Metrópolis y con algunos otros medios de comunicación. Otro tanto ocurre con el diario "Últimas 
Noticias" en el que existe, si no el mismo capital, sí relaciones clarísimas con el denominado grupo Moon, respecto del cual, en 
algunos casos, se ha comprobado el desdoblamiento de capital. A pesar de ello, no ha habido investigación ni ninguna declaración 
de conjunto económico del diario "Últimas Noticias" con el Hotel Victoria Plaza, con las empresas que el grupo Moon ha establecido 
en El Cerro, o con otro tipo de emprendimientos efectuados en el país. 


Tampoco ha habido una investigación ni declaración de conjunto económico con respecto al diario "El Observador", cuyas 
vinculaciones con el grupo Peirano han sido notorias, más allá de que creo que este diario no conforma, en sí, un conjunto 
económico con el grupo Peirano; pero sí sabemos que parte del capital de ese grupo, en diferentes etapas del diario "El 
Observador", ha constituido un desdoblamiento de capital. Reitero que a este respecto no se ha dado ninguna investigación o 
declaración. 


Lo mismo pasa con el semanario "Búsqueda", cuya vinculación de capitales con los propietarios de la cadena de supermercados 
"Disco", con los de la empresa Movicom Bellsouth, o con los de la ex distribuidora de combustibles DASA, es notoria. 


Traigo estos elementos ante el Parlamento para probar la discriminación impúdica de las políticas fiscalizadoras de la actual 
administración del Banco de Previsión Social. 


Por otra parte, para defender mi planteo sobre el abuso de funciones así como la clara desviación de poder por parte del Banco de 
Previsión Social, quiero mencionar la violación flagrante del único texto legal sobre conjuntos económicos, es decir, la Ley 
N* 13.426. Se trata de una norma muy garantista, muy rígida y también muy clara en cuanto a qué es y cuáles son los requisitos 
para que exista un conjunto económico. Menciona tres condiciones. La primera de ellas es el desdoblamiento de capital, o sea, que 
la empresa originaria debe ser propietaria de las demás empresas y que el capital de la originaria debe ser el mismo para las 
restantes. Se produce, pues, un desdoblamiento del capital de la empresa originaria hacia las satélites. La segunda es el traslado 
de los beneficios y los quebrantos entre las 47 empresas, en este caso, o entre las 23 ya declaradas. Y como tercer requisito se 
menciona el peligro en el cobro de las deudas del Banco de Previsión Social. De acuerdo con la Ley N* 13.426, estos tres 
requisitos tienen que ocurrir simultáneamente para que exista una declaración de conjunto económico, más allá de que hay 
sentencias que dicen que ese Banco no tiene la facultad de declarar un conjunto económico y que sólo un poder jurisdiccional, 
como lo es un Juez, puede efectuar ese tipo de declaración. Pero no voy a entrar a analizar ese tema, señor Presidente, que es 
discutible. 


Lo que estamos pidiendo en este momento es que se aplique la Ley N* 13.426. Agrego que en ninguno de los casos, tanto el del 
diario "La República", el de AM "Libre", el de FM "Libre", como el de TV "Libre, se produjo un desdoblamiento de capital hacia esas 
decenas de empresas. 


No hubo traslado de beneficios, ni quebrantos, ni peligro en el cobro de las deudas de nuestras empresas, porque estamos al día; 
aunque no sabemos qué sucede con las otras, no nos interesa y no es nuestro problema. 


No hubo desdoblamiento de capital y tampoco se dio ni siquiera el cuarto requisito, el que inventó la doctora Sonia Francia Fiallo en 
su informe de asesoría legal, que no lo dice la ley y que se refiere al poder o la dominación de la empresa originaria sobre las 46 
restantes. Ella agrega ese aspecto, pero tampoco en ese caso hay poder y dominación del diario "La República" sobre -como 
veremos más adelante- esas 46 empresas o 22 restantes con las que no tenemos absolutamente nada que ver. 


Tampoco hubo un funcionamiento coordinado, y mucho menos existió el patrimonio común del que habla la doctora Sonia Francia 
Fiallo. 


En este texto garantista de aplicación opcional no existe una sola sentencia a favor del BPS en esta materia. Dadas las 
circunstancias, estamos estudiando mucho este tema y no hemos podido encontrar una sola sentencia favorable a estas posiciones 
del BPS. A todas las que encontramos les revocaron los actos. Claro, no fueron muchas porque hay muy pocas declaraciones del 
conjunto económico en un país que está lleno de grandes pulpos económicos, que realmente son desdoblamientos de capital, que 
existen y que ni siquiera han sido investigados una sola vez. 


Ninguno de estos requisitos legales o interpretativos se aplica al denominado multimedio plural, que es la conjunción de estas 
cuatro empresas. Incluso, la propia asesoría legal actual del BPS exhibe la diferencia entre grupo de interés económico y conjunto 
económico. Ellos mismos dicen -aclaro que esto es doctrinario, porque la ley no lo señala expresamente- que el grupo de interés 
económico es donde prima la horizontalidad de las empresas y en el conjunto económico prima la verticalidad. Tuvieron la opción, 
incluso, de declararnos grupo de interés económico. Lógicamente, allí no tiene facultades el BPS para incidir pero, en el caso de 
algunas empresas, sería una declaración más cercana a la realidad. Me refiero, por ejemplo, a las que tienen que ver con el 
multimedio plural, donde prima la horizontalidad. En el caso de las 47 empresas aplicaron la verticalidad de la interpretación. 


Finalmente, en cuanto a mi afirmación relativa a la desviación de poder, quiero llamar la atención sobre la exclusión interesada de 
ese conjunto o universo de empresas, de cuatro empresas que reúnen los mismos requisitos que las que fueron declaradas como 
conjunto económico. Estas cuatro empresas, reitero, sorpresivamente fueron excluidas. Estoy hablando de la empresa EDGUS 
S.A., cuyo titular es el señor Dardo Martirena, que creo que es un conocido dirigente herrerista; me parece que no es un dirigente 
de alto nivel, pero es un hombre que forma parte del Herrerismo y que tiene muy buenas relaciones con ese sector político. 
También me refiero a la empresa FITOSUL S.A., cuyo titular es otro dirigente del Partido Colorado, Diego Porcile, quien además es 
asesor del B.P.S. A su vez, estoy aludiendo a la empresa POLO LTDA, que todos conocen y que es del grupo Moon y a la empresa 
LUVECOR S.A., que es la propietaria de la marca Señal 1. ¿Por qué digo exclusión interesada o, por lo menos, que no se 
entiende? Puedo pensar, dados los argumentos que voy a dar, que se trató de beneficiar a los titulares de estas cuatro empresas 
de esta declaración de conjunto económico, más allá de que aclaro que personalmente creo que ninguna de estas cuatro empresas 
forman un conjunto económico, ni entre ellas, ni con "La República", AM Libre, FM Libre o TV Libre. Sí quiero señalar la diferencia 
de criterios que se manejaron. 


EDGUS S.A., de Dardo Martirena, es una empresa que contrató con el diario "La República" la adquisición de noticias económicas. 
El diario "La República" también contrató con otra empresa, sí declarada conjunto económico y denominada PLACARD SRL -firma 
que vendía y hacía programas en Canal 5 y en CX26- la venta de información deportiva. 


Pues bien, "PLACARD" fue considerada y "Edgus", que hacía exactamente lo mismo y tenía el mismo contrato con el diario "La 
República", fue excluida. Además debemos decir que en el caso de "Edgus" -aclaro que nada tiene que ver con "La República" ni 
con nuestros medios de comunicación- el señor Martirena fue Gerente General de "Señal 1". Ahí aparece otro elemento porque 
"Señal 1" sí fue declarada conjunto económico con "La República", en virtud de las explicaciones que más adelante brindaré. O sea 
que allí aparece un segundo requisito que no tenía la empresa "PLACARD S.R.L." en contra del señor Martirena que sí fue sacado. 
Además, el señor Martirena, no sólo fue Gerente General de "Señal 1" durante mi dirección, es decir que reunía un requisito 
vinculado a mí, directamente, sino que además en este momento -es otro de los elementos que analiza el Banco de Previsión 
Social- la mayor parte del personal de "Señal 1" está trabajando con su empresa que es VTV, empresa competidora de TV Libre. Es 
decir que se trata del mismo personal de una empresa, "Señal 1", declarada conjunto económico con el diario "La República", que 
ahora pasa a otra empresa, donde está el señor Martirena, o sea, un tercer requisito, pero ha sido sacada del conjunto económico. 
Podría seguir mencionando más requisitos pero creo que alcanzan. En el caso de Fitosul S.A., de Diego Porcile, dirigente colorado, 
puedo decir que tiene el mismo contrato del diario "La República", como también de otras cuatro empresas que le vendían 
publicidad al diario "La República" y a otros medios de comunicación, y que se dedicaban a la organización de eventos. Reitero, 
Fitosul S.A. hacía exactamente lo mismo. Sin embargo, esas cuatro empresas se mantienen como conjunto económico y en el caso 
de Fitosul S.A., fue excluida; ignoramos las razones. 


En el caso de Polo Limitada, puedo decir que el Grupo Moon en principio se lo adjudicó como conjunto económico con el diario "La 
República" y posteriormente se lo excluye diciendo que sus actividades fueron anteriores al nacimiento de Reg S.A., empresa 
editora del diario "La República". Por supuesto que es un criterio muy aceptable. Es decir que si una empresa nació mucho antes 
que la originaria, no puede ser un conjunto económico de la empresa satélite; el hijo no puede ser, si nació antes, de la misma 
madre. Pero resulta que hay otra empresa en las mismas condiciones que Polo Limitada que sí es declarada conjunto económico 
con el diario "La República", que es "Gráfica Berchesi", una empresa que nació treinta años antes que Reg S.A. y que cesó toda 
actividad quince años antes del nacimiento del diario "La República", y que además está al día con el Banco de Previsión Social y 
no tiene ninguna actividad. Pues bien, esta empresa fue declarada conjunto económico con el diario "La República". Mientras que 
Polo Limitada, por las mismas razones, fue excluida del conjunto económico. Más allá de que hay un caso, el de "Clorian S.A." - 
cuyo dueño acaba de fallecer, el señor José Daher- que fue incluido en el conjunto económico con el diario "La República" y, 
finalmente, fue excluido en los últimos días. 


Estos cinco elementos, es decir, violación flagrante de las garantías y de los derechos individuales, la aplicación dolosa del 
reglamento del 10 de enero de 1968 derogado, la discriminación de las políticas fiscalizadoras, la violación del único texto legal 
sobre conjuntos económicos y la exclusión interesada de estas empresas, me llevan a plantearles que aquí ha habido una clara 
desviación de poder, un claro abuso de funciones y, en el último caso que les planteé, por lo menos una sospecha de tráfico de 
influencias. 


Es bueno que los señores Senadores sepan claramente -esta exposición es toda una declaración que estoy haciendo- qué es lo 
que fue declarado "conjunto económico", es decir, cuáles son esas empresas y cuáles fueron los criterios del BPS para que esto 
ocurriera. No voy a hablar de las 24 empresas que están bajo sospecha -porque aún no han sido declaradas "conjunto económico"- 
sino que me voy a referir a las 23 sobre las que existe un proyecto de resolución para declararlas en tal sentido. Cuatro de ellas 
Lindico S.A., Dector S.A., Ajardin S.A. y Arkesil S.A, han firmado contrato en la década pasada con Reg S.A -el diario "La 
República"- para comprarles publicidad. De la misma manera, nosotros hemos firmado contratos con empresas de limpieza que 
también trabajan para otras firmas -antes la limpieza se hacía por parte de personal del diario, pero ese servicio luego se tercerizó- 
y contratamos la adquisición de noticias deportivas o, por ejemplo, algunas impresiones -a pesar de que nosotros tenemos nuestra 
propia impresión- o avisos clasificados, por ejemplo con la empresa Trato Hecho cuya publicación se encartó durante muchos años 
con nosotros, así como con el diario "El Observador" y "Ultimas Noticias". Estas cuatro empresas fueron contratistas del diario "La 
República" solamente para adquisición de determinado tipo de publicidad. Estaban excluidas, por ejemplo, la publicidad oficial, la 
política y otras más. Estas empresas se dedicaban a adquirirnmos esa publicidad en condiciones ventajosas para ellas y para 
nosotros, pero también la adquirían para otros medios de comunicación como, por ejemplo, el caso del programa de Sergio Puglia, 
en el Canal 5 y "De Igual a Igual", en el Canal 4. También tenían como actividad la organización de eventos como los solicitados por 
el Club Atlético Peñarol, por la Feria del Libro, la Vuelta Ciclista del Uruguay, etcétera. 


Por el solo hecho de tener un contrato de publicidad con el diario "La República", estas empresas fueron declaradas "conjunto 
económico" con el diario. 


Los argumentos que dio el BPS -y que más adelante veremos- fueron trasiego de ex personal, es decir que encontraron ex 
personal del diario "La República" trabajando en estas empresas y que un directivo -que ya no lo era más- que estuvo durante tres 
meses en quince años en Reg S.A., después trabajó en una de estas empresas. Esto fue presentado, reitero, como argumento de 
la declaración de "conjunto económico". 


También esgrimieron el hecho de que en cierta oportunidad se había vendido algún material de canje por "La República" a alguna 
de estas empresas, lo que es absolutamente legítimo y lo hacemos, no solamente con estas empresas, sino también con otras. 


Otro argumento que se expuso fue que en alguna oportunidad se efectuó un préstamo de dinero a una de esas empresas, siendo 
muy común que esto suceda cuando existen adeudos por comisiones y adelantos de comisiones, circunstancia en la que se suele 
efectuar un préstamo como adelanto. 


También se dijo que había algunas hojas membretadas de "La República" para la venta de publicidad o algunas tarjetas en poder 
de estas empresas. Este hecho también figura en los contratos porque es obvio que empresas que salen a vender nuestra 
publicidad tienen que decir que es el diario "La República" y qué grado de representación tienen para hacerlo. Cabe aclarar que 
estas empresas también tenían hojas membretadas y tarjetas de otros medios de comunicación. 


En cuanto a los préstamos que efectuamos a estas empresas, tenemos que agregar que se concedieron en una sola oportunidad y 
que también hemos prestado sumas importantes, ya sea en papel o en materiales, al diario "Últimas Noticias", a "El Observador", al 
diario "Lea" -que en algún momento dirigió el actual Ministro de Educación y Cultura- y que esta es una práctica habitual entre los 
medios de comunicación. 


Por mi parte -y esta es toda la confusión que generó ATYR y la Asesoría Legal y que indujo a error por lo menos a dos de los 
Directores que, en principio, votaron la declaración de conjunto económico y que ahora conformaron la mayoría para su revocación- 
creo que estas cuatro empresas constituyen un conjunto económico. Además, es lógico que así sea, pues nosotros fuimos testigos 
de ello. Cuando Lindico S.A. firma el contrato de producción de publicidad y después cierra sus actividades y aparecen Dector S.A. 
-con la misma persona a firmar el mismo contrato- Ajardin S.A. y Arkesil S.A., no cuesta mucho suponer que una es la continuación 
de la otra. Por lo tanto, esas cuatro empresas, entre sí, conforman un conjunto económico. Pero, ¿qué tiene que ver esto con que 
sean un conjunto económico, conque quien las está contratando sea, el diario "La República", los Canales 4 ó 5 u otros medios de 
comunicación? Lo que sucede es que en los informes aparecen estas cuatro empresas como probando el conjunto económico que 
existe entre ellas, pero nunca probando el conjunto económico de ellas con el diario "La República". 


Hay otras empresas declaradas "conjunto económico" que son: La República en la Red S.R.L., Punto Uy S.R.L. y Cuatro Pixel 
S.R.L. Aquí quiero hacer otra precisión: ellas son analizadas independientemente de las otras cuarenta y siete; es decir que buscan 
conjuntos económicos sectorizados pero no prueban la conexión entre ellas y mucho menos con la empresa madre, que es el diario 
"La República". El caso de La República en la Red S.R.L. es lo que todos los diarios tienen; esto es, el diario digital, lo que ustedes 
pueden leer del Diario "La República" en la red. ¿Qué hizo Reg S.A.? Reg S.A. contrató con mi hijo, Freddy Fasano -que venía de 
doctorarse en la Universidad de Saint Denis, en París, sobre este tipo de medios de comunicación digitales- en donde yo soy dueño 
del 50% de La República en la Red S.R.L. -cabe aclarar que este fue un apoyo que yo quise darle- y él del 50% restante. A su vez, 
él formó otras dos sociedades -Punto Uy S.R.L. y Cuatro Pixel S.R.L.- con otras personas y otros capitales. Ellas son las que 
aportan el personal para poder instalar en la red digital los contenidos del diario "La República". Es decir que el diario "La 
República" le cede a esta empresa -La República en la Red- los derechos de edición de esto, a cambio de no tener que realizar 
ningún aporte o pagar suma de dinero alguna por los costos de software y de personal que todos los días tipea el diario. Este es un 
negocio que hizo el diario "La República" y que fue conveniente para ambas partes. En el caso de La República en la Red, aspiraba 
tener la publicidad digital. En este sentido, todos sabemos que ningún diario digital ha obtenido publicidad, pues esa operación ha 
sido un fracaso. Por su parte, el diario "El Observador" ha pasado a un sistema de suscripciones. 


Lo cierto es que no se puede declarar conjunto económico a La República en la Red por el sólo hecho de que yo tenga el 50% de 
estas acciones. Quiero aclarar que digo esto más allá de que, en este caso concreto, en el recurso de revocación al Banco de 
Previsión Social planteé que no tenía ningún inconveniente en aceptar que se considerara conjunto económico, aunque la ley no lo 
dice. Esto no fue aceptado, en virtud de que yo tenía el 50% de las acciones. Lo que no aceptamos que se declarara conjunto 
económico fueron a las otras empresas, en las que no tengo nada que ver, en las que es otro el personal y otros los capitales que 
aportan el diario digital. 


Luego hay otras empresas sobre las que ya hemos hablado. Una refiere a Placard S.R.L., a quien le comprábamos noticias 
deportivas; esto es lo mismo que lo de Martirena, que fue excluido. Esa misma empresa, Placard S.R.L., le vendía noticias 
deportivas a CX 26 y a Canal 5, y fue declarada conjunto económico. Y la otra es Impresora Garibaldi, en la que tres obreros 
gráficos del diario "La República" nos propusieron que le vendiéramos en cuotas una máquina plana de impresión -que no 
estábamos usando- y que ellos renunciarían al diario e instalarían su propia imprenta. 


Así lo hicimos. Pagaron la imprenta y ellos están trabajando, para nosotros muy poco, pero sí para cantidad de clientes. El solo 
hecho de haber estado tres meses mientras trasladaban esa máquina a sus nuevas oficinas lo determinó que fuera un conjunto 
económico de Reg S.A. 


Otro caso de empresas en donde es más vergonzosa la declaración de conjunto económico es el de Yinka S.A. y de Itaplay S.A. 
Estas dos empresas y Lubercor S.A. son las dueñas de Señal 1. Curiosamente Lubercor S.A. -cuyo titular es otro dirigente 
colorado- no fue incluida en la declaración de conjunto económico; sí lo fueron Yinka S.A. e Itaplay S.A.. En este caso creo que hay 
hasta una situación de mala fe porque es pública y conocida la situación de Señal 1 y su relación conmigo. En octubre de 2001 
prometo comprar las acciones de Yinka S.A., de Itaplay S.A. y de Lubercor S.A.. Se hizo la operación; se me designó Presidente 
del Directorio de Yinka S.A. y se mantuvo al señor Edgardo Martirena -que no integra el conjunto económico- como Director de 
Itaplay S.A.. Se labró una declaración jurada según la cual, en el término de treinta días, el promitente vendedor debía entregar los 
contratos necesarios para operar, pero no cumplió; se descubrió una cláusula confidencial que prohibía la venta, el arrendamiento, 
la cesión o cualquier otra figura parecida, de las acciones de Yinka S.A.. Por lo tanto, no hubo más remedio que rescindir el 
contrato, devolver las acciones y los libros y renunciar a la Presidencia del Directorio. Todo esto está consignado en Civil de 9 
Turno, en donde el actual promitente vendedor aceptó la devolución de los libros y de las acciones, así como de todo el poder que 
pudiera existir sobre Yinka S.A.. Eso está firmado en el Juzgado y es conocido por el Banco de Previsión Social, por lo que éste no 
puede imputar el carácter de conjunto económico a una sociedad que nunca fue escriturada y a la que sólo administré durante 
nueve meses, durante los cuales no hubo endeudamiento ante ese organismo. Este hecho es público y notorio, ya que el Banco de 
Previsión Social fue notificado de esta situación y figura en los estrados judiciales la aceptación de las acciones y de los libros. Por 
otro lado, todo el mundo sabe que tengo una acción penal contra el promitente vendedor por una venta ilegítima que nunca pudo 
realizar. 


Uno de los argumentos que se señaló para declarar conjunto económico a estas empresas con el Multimedio Plural fue la 
realización del Mundial de Fútbol Corea-Japón 2002. Este es otro hecho del que tienen conocimiento el Banco de Previsión Social y 
toda la opinión pública, pero lo vamos a reseñar rápidamente. Sabido es que iba a ser el único Mundial de Fútbol que no sería visto 
por los uruguayos, en virtud de los nuevos cambios de regla que la FIFA había establecido en cuanto a la transmisión de los 
partidos. Los derechos los tenía la empresa transnacional Direct TV y los tres canales privados abiertos decidieron que no era 
lucrativo hacerlo porque resultaba muy costoso, por lo que desistieron de la operación. Lo propio hizo el grupo Casal de Tenfield 
S.A., por considerar altísimo el costo que representaba Direct TV, porque los horarios en que se ¡ba a trasmitir el Mundial de Fútbol 
serían muy poco proclives a que fueran vistos por los uruguayos y, además, por las difíciles posibilidades que tenía la Selección 
Nacional de pasar a los octavos de final. Eso hizo que ninguna de las empresas que siempre adquirían los derechos la compraran. 


Así fue que, quien habla, intervino personalmente -no Reg S.A.- consiguió los capitales necesarios para adquirirlas y se 
comprometió ante la opinión pública a que todos los uruguayos iban a poder ver los 64 partidos del Mundial de Fútbol. Si bien en 
este caso no había intereses lucrativos porque no íbamos a ganar ni un solo peso, si lo hubiera, lo íbamos a donar, pero tratando 
de no perder recursos en esta materia. Así fue como adquirimos los derechos en U$S 2:400.000 y si bien tuvimos una pérdida de 
aproximadamente U$S 100.000, todos los uruguayos pudieron ver los 64 partidos. Además, donamos todos los derechos a Canal 5 
-sin estar obligados a ello- y cobramos $ 2 por los 64 partidos, por única vez, a cada abonado de los canales por cable. Esta fue 
una suma simbólica, ridícula pero que garantizaba que todos pudieran ver los partidos: los canales por abonados, canales UHF, 
canales MMDS y los abiertos. Es la primera vez en la historia del Uruguay donde todos los medios de comunicación audiovisuales 
pudieron pasar los 64 partidos de un Mundial. Entonces, ¿por qué, por esto, nos declaran conjunto económico? Porque dicen que 
Sommerland S.A. y Videlrio S.A. -que son las empresas de las radios AM Libre y FM Libre- son las que firmaron el contrato con la 
garantía de Reg S.A. y el canal se utilizó como carrier a Señal 1. Pues bien; la FIFA y Direct TV sólo podían vender los derechos a 
los broadcaster. En este sentido, el diario "La República", que fue garante de toda la operación y que a través de quien habla 
obtuvo los recursos necesarios para la compra, no podía firmar porque no era broadcaster pues en aquel momento sólo lo eran las 
radios AM Libre y FM Libre que fueron las que firmaron junto con Reg S.A., que lo hizo en virtud de que era la que conseguía el 
dinero y era aval y garante. El carrier, que fue Señal 1, se hizo en un acuerdo puntual con dicha Señal -quien habla era su Director- 
porque implicaba, sin cobrarle un solo peso a dicha Señal, que tuviera la máxima exposición y fuese la única que -a través de ella- 
pudiese pasar los 64 partidos. Fue un acuerdo puntual entre todas estas empresas que se beneficiaron en su conjunto y, en modo 
alguno, esto habilita a señalar que, por ese servicio cumplido, sean conjunto económico. 


Después existen tres empresas que son las que integran Multimedio Plural que acordaron políticas informativas con Reg S.A.. 
Quiero aclarar bien que Colormel. S.A. es TV Libre y quien habla es su principal accionista; no lo es Reg S.A. ni el diario "La 
República". Incluso, en el recurso de revocación, le manifesté al Banco de Previsión Social que no tengo ningún inconveniente en 
que sea declarada conjunto económico junto con el diario "La República", más allá de que esto sería una violación de la ley porque 
no hay desdoblamiento de capital de Reg S.A. hacia TV Libre. Reitero que soy el principal accionista del diario "La República" y de 
Reg S.A., por lo que no tengo ningún inconveniente en que ambas sean declaradas conjunto económico. También quiero dejar de 
manifiesto que ambas están al día con el Banco de Previsión Social. 


En el caso de las radios esto es distinto porque quien habla no es el principal accionista y, ni siquiera, accionista de ambas 
empresas, ya que éstas son concesiones estatales dadas a sus verdaderos propietarios y a quienes pusieron el dinero. Pero el 
hecho de que esta gente haya confiado en mí y me haya designado Director Periodístico de ambas -en virtud de un acuerdo con el 
diario "La República" y TV Libre para apoyar a impulsar similares políticas informativas- no implica que ellas sean conjunto 
económico. De todas maneras, aclaro que ninguna de ellas tiene deudas con el Banco de Previsión Social. 


El caso de Berchesi S.A. ya fue aclarado, pero quiero destacar que es una empresa que nació treinta años antes que el diario "La 
República", que está inactiva hace quince años y que también fue declarada conjunto económico. Incluso, cuando sacan a Polo, la 
Asesoría Letrada dice textualmente que se la excluye porque la fecha de inicio de actividades es muy anterior a la de Reg S.A.; en 
este caso, es de treinta años antes. 


A continuación, aparecen tres empresas que carecen de todo tipo de relación con Reg S.A. y cuyo único eje es que uno de sus 
dueños, junto con otros socios, durante tres meses en el año 1989 -hace ya 14 años- fue directivo circunstancial de Reg S.A.. Ese 
solo hecho hace que a las empresas Rodeli, Litonar y Edaikal las declaren conjunto económico con Reg S.A. Aclaro que estas 
empresas son propiedad del señor Marcelo Ortega, una de ellas en sociedad con Carlos Romay, que tiene intereses en canales de 
televisión y otra es propiedad, también, de la sucesión García Lagos. Esta situación y relación de empresas es tan absurda, que me 
exime de todo comentario. Voy a dejar a los señores Senadores el recurso de revocación, donde todos estos elementos, de una u 
otra manera, están reproducidos y, cuando lo lean, se darán cuenta de lo que estoy diciendo. 


Hay otras tres empresas que son absolutamente desconocidas. No les encontramos ningún tipo de vinculación ni sabemos por qué 
las pusieron ahí. Se trata de Villalíder, Gulfir y Rivelar. 


He reseñado 21 empresas. Finalmente, aparecen Reg S.A. y La República S.R.L., esas sí, verdadero conjunto económico 
denunciado por nosotros al propio Banco de Previsión Social. Hubo desdoblamiento de capital, aparecen los mismos accionistas y 
poder de Reg S.A. sobre La República S.R.L.. Se dan todas las condicionantes de la ley. Esto lo hemos notificado al Banco de 
Previsión Social desde hace muchos años. 


A continuación, voy a señalar qué otros elementos aportaron -reconozco que esto es muy árido para los señores Senadores, pero 
es la única forma de poder explicarles cómo se cometió esta desviación de poder- además de los que ya di, para poder construir 
esta barbaridad jurídica, este engendro. Si fuera simplemente una barbaridad jurídica, no nos preocuparía, pero si de ello depende 
silenciar o no a cuatro medios de comunicación, sí adquiere una relevancia que tiene que ver con el ámbito parlamentario. 


En los otros argumentos que da, el Banco de Previsión Social dice que identificaron tres domicilios en los cuales coinciden varias 
de estas empresas y uno de ellos es el nuestro, el del diario "La República", en la calle Garibaldi 2579. Pero el informe no indica 
cuántas de esas empresas tienen nuestro domicilio, porque de lo contrario tendría que reconocer que ninguna de las 47 empresas 
tiene nuestro domicilio. Simplemente, señala tres domicilios para varias de las empresas y uno de ellos es el nuestro. Aclaro que en 
el nuestro no hay ninguna, pero en los otros dos puede haber alguna. Nosotros no tenemos nada que ver con ellos. 


En el tema domicilios fiscales, más allá de que la presunción domiciliaria es ilegal, como vimos, de acuerdo con la Ley N* 13.426 y 
el decreto 107, los domicilios señalados tampoco tienen nada que ver con el de nuestra empresa. ¿Qué tiene que ver el domicilio 
común de Dec, Torlindic, Ajardin y Arkesil que está ubicado en la avenida 18 de Julio con el domicilio, absolutamente distinto, de 
Reg S.A. de la calle Garibaldi? 


En el rubro giros ocurre lo mismo. El informe no especifica el giro de cada una de las 23 ni de las 47 empresas, limitándose a 
afirmar, sin probarlo, que desempeñan actividades idénticas. Oculta que muchas de esas empresas se dedican o se dedicaron a 
actividades que nada tienen que ver con la prensa. Incluso, nos gustaría saber cuál es el giro de las ocho empresas con las que 
nunca más tuvimos ningún tipo de relacionamiento. A este respecto, nada dice el informe. 


En el rubro integración de órganos directrices, hablan de que determinadas personas se repiten en los órganos directrices de estas 
empresas, agregando que se pudo establecer distintos tipos de relaciones entre estas personas y el señor Federico Fasano, 
básicamente, vinculaciones con ex dependientes, así como relaciones de parentesco. Saben ustedes que las presunciones de 
parentesco de directivos que figuren en una empresa fueron expresamente derogadas por ¡legales e ilegítimas, tanto por el Decreto 
N* 107 como por los fallos de la Justicia uruguaya. Pero quiero aclararles que el único parentesco que aquí se señala es el de un 
hijo mío que se fue del diario y durante tres meses estuvo con una de esas empresas que contrató con el diario, pero también se 
fue de ella y se dedicó a otro tipo de actividades. Sin embargo, más allá de que no existe ley alguna que impida que los hijos se 
independicen y tomen el camino propio que quieran -y no por eso forman un conjunto económico con sus padres- la ley y, el 
Decreto N* 107 expresamente, eliminó los grados de consanguinidad de los supuestos para considerar los conjuntos económicos. 


Bajo el título de "Apoderados", el informe afirma que nueve personas, incluido quien habla, figuran como apoderados de algunas de 
estas empresas. No dice quiénes son las ocho personas restantes -sólo me menciona a mí- ni a qué empresas pertenecen, más 
allá -insisto- de que el Decreto N* 107 y la ley determinaron que esta presunción es ilegítima, ilegal y carece de toda validez, y de 
que no está señalada en la Ley N* 13.426. Pero a nosotros sí, nos interesaría saber qué apoderados de Reg S.A. lo son también de 
otras empresas, porque no reconocemos como propia a ninguna de ellas y no hay ni un solo apoderado de Reg S.A. que también 
lo sea de alguna de las 46 empresas restantes. 


También hay otro argumento importante de la abogada y de ATYR que tiene que ver con la información extraída de los medios de 
prensa. El informe adjunta recortes de prensa de nuestro diario en el que se informa a la opinión pública sobre el Multimedio Plural. 
Curiosamente, no agrega otros recortes donde se explica didácticamente qué es el Multimedio Plural, cuál es la independencia de 
cada medio y cuales son sus objetivos. De todos modos, la exhibición pública de estos medios es una prueba de la transparencia 
de nuestras actividades, que no tienen como cometido defraudar al organismo previsional sino el de servir a la sociedad uruguaya 
con medios de comunicación sin fines de lucro y productores de bienes culturales, informativos e ideológicos. 


Otro de los argumentos que utilizó ATYR y la Asesoría Jurídica es el relativo al asesoramiento contable. Se afirma que en varias de 
las empresas del grupo el asesor contable es el mismo. La presunción de que un mismo asesor contable en varias empresas 
implique un reconocimiento del conjunto económico entre ellas, sabemos que es también ¡legal e ilegítima; ni siquiera figura entre 
las diez presunciones derogadas por el Decreto N* 107 y además configura un claro atentado a la libertad profesional de trabajo. 
No sólo lo acusan a Marcelo Ortega -que es amigo del asesor contable, amigo personal mío y que durante tres meses fue directivo 
de Reg S.A. durante el año 1989, es decir, hace 14 años- porque tuvo la mala idea de comprar con los Romay o con la familia 
García Lago o con el señor Montes de Oca tres bienes distintos y ponerlos en tres sociedades sino, además, porque tuvo la mala 
idea, también, de contratar como asesor contable a su amigo Alberto Sorondo. El me lo presentó después que fuera fundada Reg 
S.A. para que la asesorara. El nombre de Alberto Sorondo parece haber impresionado al Banco de Previsión Social, porque su 
nombre, como asesor contable, aparece en varias de las empresas conjuntadas, como si la Constitución de la República no 
consagrara la libertad de trabajo. Sorondo -un excelente profesional- asesoraba, antes de conocerme, a múltiples empresas, entre 
las que se destacan ONDA S.A. y Unidad Coronaria Móvil, y también ahora sigue haciéndolo a numerosas firmas cuya 
identificación tenemos temor de señalar, no sea cosa que las declaren conjunto económico con el diario "La República". 


El último argumento que dan es una mención, que parece muy convincente -más allá de que es ilegal, porque no está establecida 
en la ley ni en el decreto- a que hay 79 trabajadores que, según dice el Banco de Previsión Social, pertenecieron en algún 
momento a la empresa Reg S.A. y aparecen en algunas de estas empresas declaradas conjunto económico. Si analizamos este 
gran "bluff", vemos que parió un ratón, porque de los 79 trabajadores, sólo uno tiene que ver con el conjunto económico. En primer 
lugar, no son 79 trabajadores porque uno está repetido y otro no existe; sumaron mal. O sea que son 77; la que está repetida es la 
señora Georgina Mayo -que seguramente los señores Senadores conocen porque trabaja en televisión- puesto que figura con el 
número 25 y con el 57. El número que no existe en la lista es el 36, que fue salteado. 


Ahora bien, 5 trabajadores de esos 77 figuran en la lista habiendo trabajado en "La República" y también en otras empresas que ni 
siquiera fueron declaradas por el Banco de Previsión Social como integrantes del grupo económico. Quiere decir que no vemos a 
qué vienen al caso. Quedarían, entonces, 72 trabajadores. Otros dos, figuran como que trabajaron en "La República", renunciaron 
al diario y, mucho tiempo después, trabajaron en "Señal 1", años antes de que yo firmara el compromiso de compraventa de ese 
canal. Es el caso de los periodistas Angel Cuares y Ricardo Daer, que figuran en esta lista, lo cual es muy absurdo por las razones 
que estamos dando. Quedan 70 personas. 


En el caso de Georgina Mayo, años antes de que yo comprara "Señal 1" ya trabajaba en "La República" y en ese canal, por lo que 
es absurdo ponerla en una lista como prueba de conjunto económico. Es más, ahora trabaja en "La República" y en VTV, que es un 
canal vinculado a Paco Casal, competidor de "TV Libre" y a nadie se le ocurre afirmar que VTV y "La República" son un conjunto 
económico. Quedan 69 trabajadores. 


Otras dos personas figuran trabajando en "La República", después en "Señal 1" y, cuando ésta cierra, vuelven a "La República". 
Pero, ¿quiénes son? Uno de ellas soy yo, que trabajo en "La República", pasé a "Señal 1" y sigo trabajando en el diario; la otra es 
la persona de mi confianza, que llevé desde el diario al canal porque tuve que administrar durante nueve meses "Señal 1"; fue mi 
mano derecha y siguió trabajando en "La República". Me refiero al señor Sorondo. Es obvio que esto no es prueba de conjunto 
económico. Quedan 67 trabajadores. 


Después, aparecen 8 trabajadores de "Señal 1" que nunca trabajaron en "La República" y que no entendemos por qué los pusieron. 
Al parecer están en la lista para aumentar el número y confundir al Directorio del Banco de Previsión Social. Quedan 59 en lista. 


Otro dos figuran trabajando en "Señal 1" y, años antes, en CX30 Radio Nacional; no se desempeñaron nunca en "La República": 
Verónica Arellano e Ismael Llano. No se entiende qué prueba de trasiego de personal es ésta; es como si los trabajadores no 
pudieran cambiar de empleo en los medios de comunicación. Quedan 57 nombres. 


Con otro trabajador pasa al revés: primero se desempeñó en "La República", hasta 1993, y después en CX30. Es otro absurdo el 
hecho de declarar esto conjunto económico con las 23 ó 47 empresas. 


Otros 16 trabajadores figuran también, en forma insólita, trabajando en empresas que se dedican a la venta de publicidad y 
organizaciones de eventos para medios de comunicación, pero nunca se desempeñaron en "La República". No sabemos por qué 
los incluyeron en la lista. Quedan, así, 40. 


Otras 11 personas figuran en la lista habiendo trabajado en "La República", pero tiempo después se alejan del diario consiguiendo 
empleo en empresas que se dedican a la venta de publicidad para varios medios de comunicación y no vuelven a trabajar en "La 
República". No sabemos tampoco por qué están allí. Quedan 29 en lista. 


También figuran en la lista personas que se dedican a la venta de publicidad para varios medios de comunicación y, tiempo 
después, obtienen trabajo en "La República". Quiere decir que no trabajaban en el diario y luego en aquellas empresas, sino que se 
desempeñaron en esos medios y luego van al diario. Parece que fuera un delito que un desocupado pueda conseguir trabajo en 
otro medio de comunicación. Quedan 20 nombres. 


Otras dos personas trabajaron en "La República" y después renunciaron y formaron una imprenta que brinda servicios a numerosos 
clientes. En rigor, se trataría de tres personas, aunque en la lista figuran sólo dos. De esta manera, el Banco de Previsión Social 
parece cerrarle el camino al progreso de los trabajadores. Quedan 18 en lista. 


Hay cinco personas que trabajaron en "La República", luego se desempeñaron en una empresa que tenía programas deportivos en 
Canal 5, a la cual nuestro diario le compraba información deportiva y, tiempo después, algunos de ellos volvieron a trabajar en el 
diario. 


Esto es algo común que se inscribe en lo que es la libertad de trabajo. Además, nunca trabajaron simultáneamente en ambas 
empresas, pero si lo hubieran hecho, estaban en su derecho. De esta forma, quedan 13. Otros 2 figuran laborando en "La 
República" y en otra empresa que formaron cuando contrataron con Reg S.A.. Se trata del caso que ya expliqué de los derechos de 
"La República" en Internet. Entonces, quedan 11. Otros 9 figuran trabajando en "La República" y en AM Libre, algunos 
simultáneamente y otros primero en "La República" y después en la radio. Considero que si fuéramos a analizar cuántos periodistas 
de radio trabajan en diarios, o viceversa, y eso constituyera, contra toda legalidad y sentido común, prueba de conjunto económico, 
esto tendría que extenderse a todos los medios de comunicación del país porque en todos hay periodistas que trabajan en dos 
medios distintos. Se trata de Raúl Legnani, Daniel Lema, Marcelo Bass, Albérico Barrios, Miguel Martínez, Ana Melendes, Marcelo 
Marques, Jorge Jauri y Horacio Buscaglia. Entonces, ahora quedan sólo 2. 


Otro trabajador figura en la lista sin entenderse la razón porque nunca trabajó en "La República" y sí figura en el Banco de Previsión 
Social trabajando en dos empresas que no fueron acusadas de integrar el conjunto económico. Por lo tanto, no entendemos este 
caso. 


Hay un único trabajador que figura en la lista y que sí trabajó en Reg S.A. y en La República SRL, empresa ésta que tuvo actividad 
sólo hasta 1989, es decir, hace 14 años. Ambas empresas integraron el mismo capital y siempre ha sido admitido por nuestro 
Directorio que sí constituyeron conjunto económico. 


Quiere decir que el único argumento que brinda el Banco de Previsión Social para declarar conjunto económico también cae por su 
propio peso al realizar un análisis de cada uno de los 79 nombres. ¡Claro que llama mucho la atención que se diga que hay 79 
trabajadores de "La República" que están trabajando en alguna de las empresas de este conjunto económico pero, como vemos, 
no es así! 


Ante esta situación, ¿qué le pido a la Comisión parlamentaria? No tengo la menor duda de que aquí existió desviación de poder, 
abuso de funciones y, quizás, tráfico de influencias. Entonces, lo que solicito es que se investigue esta situación porque se trata de 
un órgano estatal con alto poder, que puede tomar una decisión irreversible para cuatro medios de comunicación; las demás 
empresas se defenderán ellas solas, aunque personalmente creo que muchas de ellas sí constituyen conjunto económico. Reitero 
que se trata de las cuatro que mencioné y las tres empresas de Señal 1 que, obviamente, conforman un conjunto económico entre 
ellas; puede ser que algunas otras también formen un conjunto económico. Lo que sí podemos afirmar es que el diario "La 
República" no constituye un conjunto económico con esas 23 empresas ni con las 47, salvo las dos mencionadas, y dos que 
también admitimos que sean declaradas conjunto económico si corresponde de acuerdo con la ley. 


Por lo tanto, queremos que este hecho se investigue y lo queremos poner en conocimiento de los señores Senadores porque nos 
parece de inusitada gravedad a un año de las elecciones y a tres meses del referéndum. Si bien sabemos que el Parlamento 
nacional no tiene facultades de amparo jurisdiccional en estos casos, sí puede interceder, estudiar y analizar el caso, y tratar de 
que no se consume la arbitrariedad. Se debe tener en cuenta que en caso de que la decisión -que aún no se ha tomado, pero el 
peligro de que se lo haga es inminente en virtud de que se trata de las mismas personas que la tomaron en una primera 
oportunidad- no se revoque por contrario imperio, deberán pasar muchos años para que podamos tener una sentencia favorable 
que nos permita acceder a los certificados imprescindibles para continuar funcionando. Por estos motivos, solicito la intervención y 
la investigación de esta Comisión y, finalmente, una declaración con los resultados de la misma. 


Además, pedimos que el Parlamento haga todo lo posible para que no se violen las garantías y los derechos individuales que están 
en juego aquí. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión, agradecemos al doctor Fasano la información aportada ya que, en lo personal 
-aunque creo que es el caso de la mayoría de la Comisión- desconocíamos lo que se ha relatado, por lo que todo lo dicho 
seguramente nos servirá para trabajar en torno al tema. 


SEÑOR FASANO.- El agradecido soy yo. 


Sabía que, como no podía ser de otra manera, iba a ser recibido por los representantes del pueblo frente a un tema como el que 
nos ocupa. 


Les voy a dejar -por si les sirve- siete juegos del recurso de revocación que presenté al acto que ya fue revocado, que me parece 
puede ser una síntesis -aunque hay cosas que mencioné en la tarde de hoy y que no figuran aquí- de ayuda para los señores 
Senadores. 


Muchas gracias. 
(Se retira de Sala el doctor Federico Fasano, Director del diario "La República") 


SEÑOR GARGANO.- Me gustaría conocer la opinión de los integrantes de la Comisión acerca del procedimiento a seguir en esta 
materia. Pienso que es de inusitada gravedad lo que se ha dicho aquí y que la Comisión tiene que decir qué camino va a tomar: si 
pone en conocimiento del Cuerpo lo que ha sido volcado en su seno y propicia algún camino en el Plenario o si deja librado a que 
cada sector político adopte una decisión al respecto. Me parece, sí, que no podemos quedar indiferentes frente al planteo y decir 
que lo hemos escuchado, que nos reunimos dentro de 15 días y no ha ocurrido nada. 


Como se ha dicho aquí por parte del Director de "La República", si se materializa una resolución que les declare conjunto 
económico con otras empresas que, como el doctor Fasano sostiene, no tienen nada que ver y, en consecuencia, se les niega, en 
función de que alguna de ellas registre un atraso con el Banco de Previsión Social, los certificados necesarios para poder operar en 
la actividad que tienen estos cuatro medios de comunicación, se estaría consumando un hecho de proporciones tremendas, 
prácticamente impidiendo que funcionen, participen en la actividad para la que fueron creados. 


No tengo una propuesta terminada, pero digo que quiero que debatamos el tema y lleguemos a alguna conclusión. De todas 
formas, pienso que si la Comisión no se pronuncia hay que llevar esto al Cuerpo. 


SEÑOR COURIEL.- Esta Comisión fue creada a propuesta del señor Senador Larrañaga, a efectos de analizar los problemas 
económicos coyunturales que había en los medios de comunicación. A nuestro entender es una buena instancia, no sólo para tratar 
los problemas económicos coyunturales que tienen los medios, sino también para analizar los problemas estructurales de un centro 
de poder extraordinariamente importante como son los medios de comunicación. Desde nuestro punto de vista, tendríamos que 
avanzar todo lo que fuera posible en estos temas que consideramos estructurales en los medios. 


Hoy acabamos de recibir lo que podríamos denominar una denuncia relevante que hace, tal vez, a un problema de coyuntura o, 
quizás, de estructura de los medios. Creo que la Comisión no debería abrirse de este tema, sino recibirlo y considerarlo. Más aún, 
creo que la mejor forma de considerarlo es objetivamente, llamar al Banco de Previsión Social y escucharlo en las mismas 
condiciones en que ha sido escuchado el señor Director del diario "La República", Federico Fasano. 


En definitiva, estoy proponiendo que la Comisión tome el tema y que llame al Banco de Previsión Social, a efectos de escuchar la 
argumentación de dicha institución porque, precisamente, todo lo dicho fue contra ella. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador Gargano ¿concuerda con esta posición? 


SEÑOR GARGANO.- Lo que propongo es que esto no se dilate en el tiempo. Esta Comisión tenía como ritmo de trabajo reunirse 
cada 15 días. De modo que propongo que se convoque al Banco de Previsión Social en el correr de esta semana, dada la urgencia 
del caso. Si convocamos después que se haya tomado alguna resolución, la situación será irreversible. 


SEÑOR RIESGO..- Creo que la cantidad de información que nos brindó hoy el señor Fasano es difícil de digerir en una entrada y no 
creo que nadie aquí la haya procesado con tanta rapidez, a no ser que alguien ya estuviera estudiando el tema desde que empezó. 
De todas maneras creo que la mayoría se ha manejado con informes de prensa y nada más. 


Pienso que podríamos reunirnos en el correr de esta semana para resolver el tema pero, en lo personal, tengo que ver primero 
para qué fue creada esta Comisión. También es aceptable el camino planteado por el señor Senador Gargano, en el sentido de 
llevar el tema a Sala y debatir allí. Por lo tanto no estoy trancando absolutamente nada. 


Simplemente quiero decir que ni siquiera está aquí todo el Partido Colorado, razón por la cual me gustaría conversar esto con los 
demás integrantes del mismo y permitirles que lean la versión taquigráfica, porque los señores Senadores comprenderán que no es 
un tema fácil. No estoy tomando una posición, ni otra. 


También tengo que informarme sobre si el Banco de Previsión Social puede venir a contestar lo que aquí se ha dicho -no estoy 
haciendo ninguna pregunta a los señores Senadores presentes- por lo del secreto tributario. No sé hasta qué punto se puede hacer 
eso y con toda sinceridad quiero averiguarlo. 


En consecuencia planteo que nos reunamos nuevamente el día jueves y ese día votar la moción del señor Senador Couriel, otra 
moción, o tomar los caminos que se consideren del caso. También puedo aceptar que nos reunamos el día miércoles, el jueves o, 
incluso, el viernes. Hoy es lunes y lo único que pido es que me concedan un día para consultar con el resto de los integrantes del 
Partido sobre esta cuestión que es árida -como él mismo lo dijo- aunque yo creo que más que eso es muy complicada. 


SEÑOR GARGANO.- El miércoles no tenemos inconveniente. 
SEÑOR COURIEL.- No tengo ningún inconveniente en aceptar la propuesta del señor Senador Riesgo. 


Quiero dejar constancia que no estoy pidiendo que la Comisión adopte ninguna resolución ni que tome una posición, sino que 
intervenga en el tema. Para ello, lo menos que tiene que ocurrir, es que la Comisión se informe de lo que piensa el Banco de 
Previsión Social sobre el tema que se nos ha planteado hoy. 


De modo que, insisto, en que no tengo ningún inconveniente en esperar hasta el miércoles o el jueves si el señor Senador Riesgo 
lo considera necesario. También insisto en que no estamos tomando decisiones; lo único que pretendemos es mantenernos 
informados sobre este tema y, para eso, no tengo ninguna duda de que tendrían que venir las autoridades del Banco de Previsión 
Social. 


SEÑOR RIESGO.- Creo que fui claro: no hablé de tomar una posición a favor o en contra. Lo que quiero es saber si a esta 
Comisión le corresponde estudiar este tema porque, si no, será cuestión de plantearlo en Sala para que el Cuerpo decida si le 
corresponde o no a esta Comisión. Sí le corresponde recibir a los distintos medios de prensa para que informen de las distintas 
situaciones. Perfecto, eso fue hecho. Ahora bien, realmente no sé si a la Comisión le corresponde seguir estudiando este tema. Voy 
a leer de nuevo el acta del planteamiento del señor Senador Herrera. Pero lo que quiero, fundamentalmente, ante un tema tan 
complicado, es hablar con el resto del Partido Colorado, no estoy planteando ninguna otra cuestión. Me alegro de que el Frente 
Amplio ya tenga una unidad de criterio. 


SEÑOR GARGANO.- Nosotros no tenemos inconveniente. 


SEÑOR RIESGO.- Muy bien, pero me refiero a que acá hay varios sectores del Frente Amplio y es más simple, ya que están todos, 
tomar una decisión. Por el contrario, del Partido Colorado sólo hay dos miembros de un sector. Por eso queremos saber qué piensa 
el resto y darle un día para leer la versión taquigráfica de la sesión. 


SEÑOR GARGANO.- Ya lo dijimos, no tenemos inconveniente en que se tomen dos días hasta el miércoles, que se acuerde la 
hora de sesión por parte del Presidente con los demás integrantes y se convoque a la Comisión. 

SEÑOR RIESGO.- Simplemente estaba aclarando por lo que dijo el señor Senador Couriel; capaz que lo mal interpreté yo o, al 
revés, capaz que él me mal interpretó a mí. Lo que pedimos es que se nos dé tiempo para que el resto del Partido lea la versión 
taquigráfica -que no es fácil de leer ni digerir- y para averiguar si el hecho de hacer venir a las autoridades del Banco de Previsión 
Social va a solucionar algo o si nos van a decir que es parte del secreto tributario; para eso mejor no citarlo. Creo que podemos 
averiguarlo con gente que domina el tema. ¿Puedo citar al BPS para que me conteste esto? Si me dicen que el BPS se puede 
llamar a silencio porque la ley lo ampara, será un tema que tendremos que discutir; de pronto es otro el camino que tenemos que 
recorrer. 


El día es lo de menos, simplemente, pedimos veinticuatro horas para hablar con el resto del Partido, a partir de ahí, me atengo a lo 
que disponga la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia consulta a los señores Senadores si les parece bien el día miércoles a las 15 horas. 
SEÑOR RIESGO.- Advierto que el señor Senador Larrañaga y quien habla tenemos Comisión de Transporte y Obras Públicas. 
SEÑOR COURIEL.- También hay Subcomisión de Hacienda y la integra el señor Senador Astori. 

SEÑOR RIESGO.- Solicitaría que la sesión fuese a la hora 12. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Observo que hay acuerdo para que la sesión sea a la hora 12. 

Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 10 minutos) 


linea del nie de náaina 
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